Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 45 minutos) 


La Mesa informa que ya han sido repartidos los expedientes que solicitamos al Ministerio de 
Economía y Finanzas y a la Suprema Corte de Justicia; lo único que falta es la respuesta a la solicitud 
realizada al Poder Ejecutivo relacionada con el trámite dentro de Secretaría y Presidencia. 


El objetivo de la sesión del día de hoy es determinar cómo se va a proceder de aquí en 
adelante, esto es, decidir si se va a convocar a alguna otra persona a la Comisión y resolver el 
momento en que se van a comenzar a redactar los informes de cada partido político. 


SEÑOR MOREIRA.- En la sesión anterior había solicitado la redacción de las actuaciones 
administrativas del Ministerio de Economía y Finanzas -que llegó el día jueves- y de Presidencia, 
porque habíamos advertido cierta contradicción entre el testimonio aportado aquí por el doctor Gonzalo 
Fernández -sobre todo, en lo referente a la cuestión de fueros- y lo manifestado por el Vicepresidente 
de la República, contador Astori, en cuanto al proyecto marco de concurso y reorganización 
empresarial. 


En el expediente remitido por el Ministerio de Economía y Finanzas se confirma lo 
manifestado por el contador Astori en cuanto a que en la elaboración del proyecto original trabajaron: 
una Comisión de Juristas de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República, tres 
catedráticos de Derecho Comercial y tres funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas. Como 
se recordará, el señor Presidente del Senado manifestó también que esa versión inicial no contenía la 
derogación de los artículos 76 y del 41 al 45, lo que fue incorporado con posterioridad y, luego, 
nuevamente eliminado. 


Por otra parte, el doctor Gonzalo Fernández habló de su primer y único contacto con el 
proyecto de ley, señalando que en esa oportunidad advirtió la necesidad de derogar esos artículos por 
su vinculación e incidencia directa en la situación procesal de los hermanos Peirano, quienes en ese 
momento estaban privados de libertad por lo dispuesto en el artículo 76. Como se recordará, si bien 
habían sido procesados por los delitos de asociación para delinquir y violación de lo establecido en el 
artículo 76, el Tribunal de Apelaciones en Materia Penal de 3er. Turno revocó el de asociación para 
delinquir, con lo cual el único delito por el cual estaban imputados en ese momento era la violación del 
mencionado artículo 76. 


Por lo tanto, queda claro que el proyecto elaborado inicialmente vino sin incluir la derogación 
de dichos artículos, porque la foja 97 contiene el artículo 255, en el que hay un cúmulo de 
derogaciones -de más de cuatrocientos artículos- pero se suprimen los artículos 18 a 41 y 45 a 75 
inclusive, de la Ley N* 2.230. Esto quiere decir que en el proyecto de ley inicial, proveniente del 
Ministerio de Economía y Finanzas, no se derogaba el artículo 76. Después, en las páginas siguientes 
-concretamente, en las hojas 104, 105 y 106; y aquí advierto que hay una traspapelada, la 102, que es 
un Oficio enviado por el Ministerio- figura un informe de la Presidencia de la República, elaborado y 
firmado por el doctor Gonzalo Fernández, en cuyo numeral 7) afirma que, si bajo el supuesto del 
concurso quedan comprendidos tanto los concursos exitosos como los fallidos devenidos en quiebra, 
junto a las derogaciones enunciadas en el artículo 255 del proyecto y si se deroga el delito de quiebra 

artículos 253, 254 del Código Penal- también deberían derogarse los artículos 76 y 77 de la Ley N 
2.230 que prevén los delitos en materia de liquidación o quiebra de sociedades. Este informe contiene 
diez observaciones -siendo la séptima la que acabo de mencionar-y lleva la firma del doctor 
Fernández, quien -insisto- recomienda derogar los artículos 76 y 77. Luego el documento es cursado al 
Ministerio de Economía y Finanzas y no hay nada más que podamos observar. 


El proyecto de ley, remitido por el Poder Ejecutivo y firmado por todos los Ministros de 
Gobierno ingresa después a la Cámara de Representantes. Ahora bien, en esa iniciativa nuevamente 
se cambia un poco la redacción y se incluye la derogación de los artículos 13 a 75 inclusive. Como se 
puede observar, otra vez el proyecto aparece sin la derogación de los artículos 76 y 77. 


Por mi parte, considero que todo el tránsito que tuvo este expediente no está claro -se habló 
de una llamada telefónica, etcétera- por lo que me parece pertinente requerir la comparecencia de 
alguno de los redactores de este proyecto de ley. De esta manera, podremos conocer las 
circunstancias que rodearon, primero, la inclusión del artículo y, luego, su posterior eliminación, previo 
a la remisión de la iniciativa al Parlamento. Quiero señalar que sobre este tema trabajaron catedráticos, 
pero no sé si su actuación terminó en la primera remisión del proyecto. En ese sentido, advierto que en 
un documento del Ministerio -que lleva la firma del doctor Javier Gomensoro- sobre el final de la página 
102 se dice que todas las observaciones fueron comentadas a la Jefa de la Jurídica de la Presidencia, 
doctora Segovia, y al abogado externo que colaboró en el proyecto, el doctor Ricardo Olivera García. 
Entonces, pienso que sería una buena estrategia requerir el testimonio de estos tres profesionales, a 
fin de saber exactamente cuáles fueron las circunstancias que rodearon la remisión del proyecto de ley, 
sobre todo teniendo en cuenta el hecho de que primero se incluyó el artículo y después se lo sacó, 
además de la llamada telefónica de la que se habló. No podemos dudar de las declaraciones de las 
personas que comparecieron pero, como este es un hecho nuevo, superviniente, me parece que, para 
salvaguardar los derechos de todo el mundo y esclarecer las circunstancias, sería pertinente citar a las 
personas antes mencionadas a fin de preguntarles sobre todas estas circunstancias. Tampoco descarto 
que más adelante tengamos que citar nuevamente al doctor Fernández para que ratifique o rectifique 
los dichos, aunque eso sería una eventualidad, en función de lo que surgiera del testimonio de los 
mencionados profesionales, si es que los señores Senadores miembros de la Comisión consideran del 
caso votar su convocatoria. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con todo respeto, quiero decir que la sugerencia que se acaba de plantear me 
parece bastante irrelevante. Aquí estamos analizando la actuación de la Cámara, si pudo haberse visto 
afectado el prestigio institucional del Parlamento o si se actuó con algún mecanismo engañoso o bajo 
presión. Reitero, pues, que me parece totalmente irrelevante porque queda clarísimo que cuando el 
doctor Fernández se dirige al Ministro de Economía y Finanzas comentando el proyecto original, lo 
hace, ante todo, como experto en materia penal y, además, de acuerdo con las convicciones que 
siempre tuvo respecto a la Ley N* 2.230. Inclusive, lo hace en julio de 2006, esto es, en una fecha 
anterior a la actuación de su estudio jurídico respecto a uno de los involucrados en el caso notorio, ya 
que el estudio del doctor Fernández asume la representación de uno de los implicados en setiembre, 
noviembre o diciembre de ese mismo año. O sea que es una versión puramente técnica, en la que da 
su opinión -la que siempre tuvo- sobre la Ley N* 2.230 y la remite al Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Como se ha explicado, respecto a lo que sucedió después, el doctor Fernández nos podrá 
decir que recordó que inicialmente estaban procesados por esa causa los imputados del caso notorio - 
para no dar nombres- y que llamó por teléfono al contador Astori -Ministro de Economía y Finanzas en 
aquel momento- para advertirle del efecto de esa posible derogación. Por otra parte, eso coincide con 
el testimonio aportado por el contador Astori en esta Comisión, en cuanto a que recibió una llamada 
telefónica en la que se le dijo que sería mejor no incluir en la iniciativa la eliminación del artículo 76 de 
la Ley N* 2.230. 


Entonces, una vez más digo que me parece irrelevante llamar a la doctora Segovia, al doctor 
Gomensoro o al doctor Ricardo Olivera, y es claro que no lo digo por la jerarquía de los profesionales, 
sino por el carácter de lo que podrían aportar. Ellos dirán que mandaron la iniciativa, que hubo una 
conversación entre el Secretario de la Presidencia y el Ministro, y ratificarán plenamente los hechos. Es 
decir, no veo que haya hechos para esclarecer u otros en los que se pueda profundizar mediante una 
nueva comparecencia de gente. 


Por otra parte, este caso está bastante claro y es coincidente. Dada la multiplicidad de temas 
que tiene a su cargo un jerarca de las características del Secretario de la Presidencia -para cualquier 
Gobierno- no se pueden determinar con precisión milimétrica todos los acontecimientos que sucedieron 
en el Gobierno, entre ellos, si la llamada en cuestión fue antes o después. Entonces, en lugar de seguir 
citando gente, considero que deberíamos abocarnos a estudiar los documentos para ver si podemos 


empezar a sacar conclusiones. Inclusive, en la sesión anterior descartamos la comparecencia de más 
Legisladores o de algún Ministro porque, a la luz de los acontecimientos y por lo que se viene 
demostrando, la Cámara actuó como lo hace habitualmente en todos los proyectos de ley que se le 
plantean. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa, por su parte, quiere seguir la línea de razonamiento del señor 
Senador Moreira, para ver por qué él entiende que estas personas podrían aportar algo. Si uno mira el 
expediente -y esto lo mencionó el señor Senador cuando argumentaba en este sentido- puede advertir 
que el proyecto de ley llega al Poder Ejecutivo sin las derogaciones. La sección jurídica del Poder 
Ejecutivo hizo observaciones, en general, de forma; solamente una era de contenido y tenía que ver 
con el Código de Comercio. Y a este informe el doctor Gonzalo Fernández le agrega otro -que lleva su 
firma- que abarca muchos elementos de contenido y ahí es donde aparece, en el numeral 7), el planteo 
de derogación de los artículos 76 y 77. Si mal no recuerdo, aquí en la Comisión -y también en el 
Senado- mencionó el tema de la derogación del artículo 77, que no estaba incluida. 


Esto vuelve atrás, y si uno revisa el informe del Ministerio de Economía y Finanzas advierte 
que se aceptan las observaciones en general y después no hay ningún otro documento que explique 
por qué vuelve sin la derogación porque, en realidad, se aceptan los planteos y vuelve sin la 
derogación. Aquí lo único que queda es la palabra del contador Astori que dijo que recibió la llamada. 
Supongo que el doctor Gonzalo Fernández hizo el informe basado en sus convicciones, porque si uno 
lee su libro, que tiene como veinte años, puede notar que habla de la Ley N* 2.230 en las mismas 
condiciones en que lo está haciendo hoy. 


Entonces, pienso que en ese momento se habrá dado cuenta de que estaba el caso de los 
Peirano y habrá llamado al contador Astori -en aquel entonces era el Ministro de Economía y Finanzas- 
para decirle que eliminara tal o cual disposición porque afectaba esa causa. Esto explicaría que el 
expediente viniera las dos veces sin las derogaciones; de todas formas, como dije, Jurídica lo acepta. 


Creo que hasta aquí coincidimos. Si leemos las expresiones del contador Astori, advierte que 
habla de idas y venidas en este tema y lo mismo dijo Gonzalo Fernández cuando concurrió a la 
Comisión. 


Lo que no advierto es dónde se encuentran las dudas que ameriten convocar a Segovia, a 
Ricardo Olivera García y a Javier Gomensoro. 


SEÑOR MOREIRA.- Me interesa clarificar algunos aspectos. Si uno lee atentamente las dos 
declaraciones del doctor Fernández puede advertir que no dice lo mismo que el expediente. Él dice que 
su primer y único contacto con el proyecto ya redactado fue en el 2006 cuando se desempeñaba como 
Secretario, que le fue remitido por el actual Presidente del Senado, y que una lectura del texto del 
proyecto le permitió advertir que derogaba el artículo 76. ¿Cómo que le permitió advertir? No lo 
derogaba y él recomendó derogarlo. No es que le haya permitido advertir sino que él recomendó 
derogarlo. Y esto fue en ocasión de discutir el tema como cuestión de fueros. 


A su vez, sus declaraciones en la Comisión tampoco son claras porque dice, además, que “el 
contador Danilo Astori, me remitió el proyecto terminado a la Secretaría de la Presidencia. Una lectura 
del texto me permitió advertir que el actual artículo 256 en su redacción originaria derogaba las normas 
de la Ley N* 2.230, en particular, su artículo 76, que sin ir más lejos era el que tipificaba el delito por el 
cual en aquella época, agosto de 2006, se mantenían en prisión y estaban imputados los hermanos 
Peirano. Por ende, mi reacción inmediata fue la de anunciarle telefónicamente al Ministro de Economía 
y Finanzas las consecuencias que en ese entonces podía aparejar la derogación del precitado artículo 
76”. Y fíjense los señores Senadores lo que dice después: “Por lo tanto, lo cierto, lo real y lo concreto 
es que luego de la única oportunidad que tuve de examinar y tomar contacto con el proyecto de ley 
final, en razón del cargo que desempeñaba -en agosto de 2006- la opinión o consejo que di fue no 
derogar el artículo 76”. 


En definitiva, de sus declaraciones no se desprende con claridad la secuencia cronológica de 
los hechos. Está claro lo contrario. 


Entonces, me parece que, incluso por el interés del propio doctor Gonzalo Fernández, sería 
bueno clarificar estos aspectos y llamar para ello a otras personas que fueron coprotagonistas en el 
proceso de elaboración del proyecto. Considero que esto le sirve más a él mismo porque aquí no 
queda claro que esté diciendo las cosas como realmente sucedieron. Quizás esto obedezca, como 
decía el señor Senador Nin Novoa, a la sobrecarga de tareas pero, de cualquier modo, nunca va a 
quedar claro eso si no procedemos a dilucidarlo ya que aquí solamente está lo que figura escrito. 


Entonces, me parece que si logramos el testimonio de personas cuya objetividad está 
asegurada, que participaron en la elaboración y estuvieron en todo el proceso, esto contribuiría a 
alcanzar una claridad, transparencia y objetividad que no se desprende de las actuaciones, de lo que 
está escrito. Como decimos los abogados, lo que no está en el expediente no está en el mundo. Y en 
este expediente lo único que hay es que él aconseja derogar el artículo. Ese es el tema. Entonces, 
insisto en que nada perderíamos y mucho contribuiría a que todo quedara bien establecido si 
llamáramos a estas tres personas. Quizás nos digan que no recuerdan o no saben, pero me parece 
pertinente convocarlos. 


SEÑOR AMORÍN.- El tema es complicado, y comparto con el señor Senador Nin Novoa que es muy 
difícil mirar cuatro años hacia atrás y recordar con exactitud si esto fue antes o después de un episodio. 
No es fácil; a todos nos pasa. Si a mí me preguntan qué hacía en junio de 2006, tendría que sentarme 
a ver mi agenda y una cantidad de documentos. 


Ahora bien, el tema aquí es que en realidad el doctor Fernández, que obviamente no tiene por 
qué recordar con precisión cómo fueron todas las cosas, dice exactamente lo contrario de lo que dicen 
los documentos. En el documento que le llega a la Presidencia de la República, no está la derogación 
de los artículos 76 y 77; viene sin la derogación. Sin embargo, en la sesión en que se trató la cuestión 
de fueros -y el texto es igual al que presentó en la Comisión, porque es algo que preparó y que leyó- él 
dice lo siguiente: “Mi primer y único contacto con el proyecto, ya redactado, fue en el año 2006, cuando 
me desempeñaba como Secretario de la Presidencia y me fue remitido precisamente por el actual 
Presidente del Senado, entonces Ministro de Economía y Finanzas, para su envío al Parlamento. Una 
lectura del texto del proyecto de ley me permitió advertir que derogaba el artículo 76 de la Ley NO 
2.230”. No; no lo derogaba. Lo tenemos en el expediente; es al revés de lo que dice. Y continúa: “delito 
por el cual en aquella época, es decir, en el año 2006, estaban imputados y en prisión preventiva, los 
hermanos Peirano. Por ende, mi reacción inmediata fue advertir las consecuencias que podría traer la 
derogación del artículo 76” -en realidad, fue al revés: pidió que se derogara el artículo 76 y lo firmó- *y 
de inmediato fue corregido en el Ministerio de Economía y Finanzas”. Esto tampoco fue así. Lo que 
puede haber ocurrido -que es distinto a lo que dice el doctor Gonzalo Fernández- es que después 
de que se encontró con un proyecto que no traía la derogación de los artículos 76 y 77 y él, con las 
convicciones de toda su vida, dijo que había que derogarlos, quizás se dio cuenta y hubo una llamada 
telefónica. Eso es lo que no sabemos; es lo que dice el doctor Gonzalo Fernández y en principio 
podemos decir que sí. Pero lo que dice aquí es exactamente lo contrario a lo que ocurrió. No se trata 
de que no sea parecido; es lo contrario. Él dice que venía con la derogación y venía sin la derogación, 
y él afirma que advirtió, cuando en realidad lo que advirtió fue que derogaran los artículos. Repito: no 
es que no sea parecido; no hay un tema de fechas. Lo que ocurre es que es lo opuesto. Esto no le da 
ni más ni menos responsabilidad, pero es lo opuesto. Además, esto lo leyó en Sala y aquí, y se supone 
que en una situación de estas, cuando uno viene a leer un documento, uno vio todo esto. 


Entiendo que está su prestigio en juego -es una situación muy desagradable para todos- 
entonces, cuando viene y nos lee exactamente lo contrario de lo que ocurrió, no sé si no le viene hasta 
bien a él aclarar la situación. 


SEÑOR NIN NOVOA- Me imagino la situación de cualquier Secretario de Presidencia en cualquier 
gobierno y recuerdo, por ejemplo, que el Gobierno anterior tuvo iniciativa en 500 proyectos de ley y 
promulgó cerca de 750, más todas las cuestiones administrativas que no hacen a esas dos materias 
que implican revisar los proyectos de ley y promulgarlos. Me parece irrelevante porque, cuando viene 
acá, expresa que efectivamente tuvo contacto con esta ley y que cuando se la trajeron dijo que faltaba 
la derogación de los artículos 76 y 77; hubo una confusión de fechas y documentos. Entonces, me 
pregunto qué le aporta a la Comisión una declaración de ese tipo si lo que se quiere investigar es qué 
pasó en el Senado y en la promulgación. 


Creo que en todos los documentos que constan en nuestro poder hay elementos de juicio 
con los cuales se puede llegar a una conclusión que quizás sea o no compartida. Pienso que el 
Senado actuó como lo hace siempre en todas las leyes -me parece que esta convicción es compartida 
por todos- y que no hubo ningún elemento extraño. 


SEÑOR PASQUET.- No pensamos que actuó siempre igual. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pienso que actuó bien porque el debate estaba centrado en el tema del CASMU 
y porque la técnica legislativa estaba mal planteada y había que encontrar una solución. Yo pienso muy 
bien del Senado. Fue un gran honor dirigirlo durante cinco años y estuvo integrado por excelentes 
Senadores, como los hay ahora. En consecuencia, me parece que estaríamos alargando 
innecesariamente una discusión que no se centra propiamente en el asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo es citar a los doctores que intervinieron en la elaboración del 
informe del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MOREIRA.- Pienso que habría que citar también al doctor Fernández para que de su 
explicación y a los tres doctores que hicieron el informe. Me refiero a la doctora Segovia y a los 
doctores Olivera García y Javier Gomensoro. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que todo lo que pueda ayudar a aclarar esta situación no solo hace al 
trabajo que se le ha encomendado a la Comisión y forma una parte sustancial de las conclusiones a las 
que eventualmente podamos arribar sino que, además, va en beneficio del doctor Gonzalo Fernández. 
Digo esto porque, a la luz de los acontecimientos que hemos vivido hasta hoy y de lo que surge de los 
documentos que son las pruebas que tenemos arriba de la mesa, además de los testimonios, la 
conclusión a la que voy arribando es que el doctor Gonzalo Fernández nos mintió descaradamente, 
tanto en su comparecencia en el Senado como en la Comisión. Además, no es irrelevante el hecho de 
que pidió a un conjunto de Senadores que solicitaran licencia para poder ingresar. Pidió la derecha y la 
volada para ingresar a Sala, y confieso que cuando ingresé a Sala y lo vi, me sentí sorprendido y 
pensé: “Este hombre no solamente está lleno de coraje sino también de argumentos” porque, de otra 
manera, no me explico que se introduzca en el Senado pidiéndoles a sus compañeros que le dejen el 
lugar, tal como lo hizo en esa circunstancia. Resulta que entró al Senado -habló poco porque, 
aparentemente, el tiempo no era todo el que necesitaba- y prácticamente nos dijo que el país le debía 
el reconocimiento porque gracias a él y solamente por lo que fue su gestión no se había derogado el 
artículo 76 en la ley original, porque él hizo la observación al proyecto remitido por el Ministerio de 
Economía y Finanzas a conocimiento de la Presidencia de la República, y lo devolvió manifestando 
que no se podía derogar el artículo 76 porque repercutía directamente sobre la causa de los Peirano. 
Después, asistió a la Comisión y reiteró lo mismo, así que doy por sobreentendido -porque no tengo 
ninguna duda de que es así, más conociendo sus virtudes profesionales- que cuando compareció en el 
Senado pidiendo una oportunidad -porque no fue de improviso- de la misma manera que cuando 
asistió a la Comisión, previamente tuvo que leer sus actuaciones. También omitió decir, según declaró 
después por un olvido, que tenía una implicancia en el asunto porque defendía a una persona que se 
veía afectada por ese artículo, lo que es contradictorio con la versión dada por su socia del estudio 
jurídico, quien argumentó que él no era el abogado defensor; él dijo que sí lo era, pero que omitió 
decirlo. 


Volviendo al caso concreto, el doctor Gonzalo Fernández se llenó la boca en el Senado y en 
la Comisión diciendo que el país le debe la no derogación de los artículos 76 y 77 en aquella ley 
original, y resulta que un rato antes había asistido a la Comisión el entonces Ministro de Economía y 
Finanzas -que ahora es el Vicepresidente de la República- y había manifestado exactamente lo 
contrario: cuando el Ministerio de Economía y Finanzas remitió el proyecto de ley a la Presidencia de la 
República, iba sin la derogación de los artículos y volvió con un informe de la Secretaría de la 
Presidencia -que ahora vemos está firmado por el doctor Gonzalo Fernández- recomendando incluir la 
derogación de los artículos 76 y 77. Tenemos que asumir -es un tema de testimonios y no tenemos 
forma de conseguir otros- que, efectivamente, como señala el Vicepresidente de la República, contador 
Danilo Astori, él recibió una llamada telefónica del doctor Gonzalo Fernández, pero las versiones son 
distintas. La versión de Gonzalo Fernández fue: “Yo lo llamé para decirle que no vaya a meter la 
derogación”. Y la de Astori fue: “Me llamó para decirme: 'Mirá que te la incluí, ahora sacala”. La 


diferencia entre ellas es como el blanco y el negro. Entonces, tengo que llegar a la conclusión de que el 
doctor Gonzalo Fernández nos ha estado mintiendo, que no había tal coraje ni tales argumentos el día 
que compareció ante la Comisión del Senado para decir lo que dijo. Si queremos dar la oportunidad al 
doctor Gonzalo Fernández de que asista nuevamente -creo que es lo que tenemos que hacer- para 
que nos explique cómo se compagina lo que él ha señalado con lo manifestado por el contador Astori, 
que lo contradice, previamente debemos habilitar una instancia en que otras personas, también 
profesionales del Derecho, que intervinieron en el asunto, nos puedan ayudar a aclarar cómo fueron 
esas idas y venidas, sobre todo para aclarar lo que no surge de los documentos -porque lo que surge 
de ellos es muy claro- es decir, cómo se termina operando el hecho de que no se hizo lugar en todos 
sus términos al informe del doctor Gonzalo Fernández y no se incluyó la derogación de los artículos 76 
y 77. 


Además, hay otro tema que me parece que tiene singular importancia. El ex Presidente de la 
República dijo que no procedió a vetar el artículo 2” de la segunda ley porque no hubo méritos para 
hacerlo y, por su parte, el señor Senador Astori señaló que pidió licencia y no alertó sobre el punto 
porque consideró que estaba bien que se aprobara una norma de estas características. El 
razonamiento lógico parece haber sido que, si bien -como ya nos había anunciado el doctor Gonzalo 
Fernández- esto repercute sobre la causa de los Peirano, como ya están en libertad, las consecuencias 
actuales no son las mismas que las que podían tener en aquel momento. Esto se podrá compartir o no, 
pero lo cierto es que es un buen argumento para que el ex Presidente de la República no lo vete y el 
señor Senador Astori no alerte sobre el punto. En el caso del señor Senador Astori, dijo que le parecía 
que había que aprobar esta ley y, en consecuencia, no dijo nada, pidió licencia y, quien ingresó en su 
lugar, votó al igual que lo habría hecho él, y eso está bien. La diferencia con el doctor Gonzalo 
Fernández es que ni el Contador Astori ni el doctor Tabaré Vázquez eran abogados defensores de 
ninguno de los que estaban implicados en la causa. Entonces, los argumentos que obran a favor y 
respaldan la actitud y el procedimiento del doctor Vázquez -que considera que no hay mérito para 
vetar- o del contador Astori -que estima que no hay mérito para alertar, porque estaba de acuerdo; 
como dije, eso está bien, es un argumento compartible y, en definitiva, fue el razonamiento que siguió 
el Parlamento cuando se aprobó la ley- no son válidos para el doctor Gonzalo Fernández, porque él 
tiene razones que lo vinculan al tema; ese no es el caso de Vázquez, Astori, quien habla y los otros 
integrantes de una y otra Cámara. Por lo tanto, me parece que el planteamiento que hace el señor 
Senador Moreira en el sentido de que en forma previa a una nueva comparecencia del doctor Gonzalo 
Fernández se convoque a la gente que tuvo participación directa en la definición del proyecto de ley 
que luego se remitió al Parlamento -para tratar de descifrar o de aclarar exactamente cómo fueron las 
idas y venidas- es algo que corresponde y obra en su favor porque puede venir y decir que se 
equivocó, que lo que dijo en la Comisión no fue correcto, que no fue el adalid de la derogación y que, 
simplemente, en un momento llamó telefónicamente al contador Astori y lo paró. Si, por el contrario, 
ratifica su versión -que es contradictoria con la del contador Astori- veremos cómo debemos proceder. 


Por lo tanto, me parece que el planteamiento que se realizó tiene su lógica, así como el que 
se hará luego de convocar, una vez más, al doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑOR MORODO.- Escuché atentamente las exposiciones realizadas por los señores Senadores. 
Quiero aclarar que durante los quince años en que fui edil, integré una cantidad de comisiones 
investigadoras en la Junta Departamental  -que se rigen por las mismas normas que el Senado- y 
siempre fui muy cuidadoso con el objeto que se persigue, que no lo crea la Comisión, sino que es el 
Cuerpo el que le da el cometido que debe cumplir. Entonces, me parece que si bien es de utilidad y 
puede ser una inquietud lógica saber qué pasó durante el proceso de elaboración del anteproyecto de 
ley, antes de su ingreso a la Cámara, es importante no perder de vista que el objeto de esta Comisión 
es el estudio del proceso del proyecto de ley, una vez que ingresa a la Cámara de Senadores, porque 
ahí es cuando, específicamente, se produce la modificación y se incluyen algunos aspectos. Entonces, 
creo que tenemos que centrar el estudio en el tratamiento parlamentario, sin dejar de reconocer la 
legitimidad de las preocupaciones respecto de lo que pasó antes. En ese sentido, coincido con el señor 
Senador Amorín en que, en principio, es de poca utilidad la convocatoria a los tres funcionarios de la 
Presidencia de la República y a un integrante de un estudio jurídico muy notorio. Si vamos a las raíces 
del asunto, podríamos llegar a la conclusión de que esta persona está relacionada con el tema de 
fondo o con los procesados. Naturalmente que dos de los funcionarios están sujetos a jerarquía. 


Por lo tanto, si me preguntan si apoyo la convocatoria al doctor Fernández, repito que, en 
principio, si aclara ese proceso que, a mi modestísimo entender, no es objeto estricto del estudio de 
esta Comisión, estoy dispuesto a acompañarla. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que una vez que alguien plantea un hecho, lo afirma y pretende sacar 
conclusiones a partir de él, es muy difícil, si no imposible -me parece- excluir o impedir que se 
investigue este hecho que fue alegado por una de las personas que actúa en todo este proceso. Si el 
doctor González Fernández pretende hacer caudal del hecho que él afirma que ocurrió -como así 
también lo hizo el señor Presidente del Senado- y, además, abogó por la supresión de las normas 
derogatorias del proyecto de ley que después fue la ley de concurso, nuestra obligación es verificar esa 
circunstancia que él alega. No es la Comisión la que empieza preguntando quién fue que propuso que 
se incluyeran o se excluyeran las normas derogatorias de las normas penales de la Ley N* 2.230; es el 
doctor Gonzalo Fernández que lo afirma con énfasis, con vehemencia, y que hace caudal de ello 
pretendiendo que esa sea una circunstancia muy importante para dar, a su actuación, el carácter que 
realmente tuvo en todo este proceso que estamos investigando. Si eso es así y después surgen 
elementos de juicio que no coinciden con la versión que él da de los hechos, nuestra obligación es ver 
si los hechos alegados son ciertos. Desde esa perspectiva, entiendo y me parece de recibo el planteo 
que hace el señor Senador Moreira en el sentido de que habría que recibir el testimonio de los 
funcionarios de la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República y del doctor Olivera y hacer las 
preguntas que correspondan, para ver cómo es que la Secretaría de la Presidencia advierte quién es el 
que se da cuenta de que hay que eliminar las normas derogatorias de ese proyecto que se estaba 
gestando. Me parece que desde ese punto de vista la convocatoria que propone el señor Senador 
Moreira es conveniente. Además, hay otros hechos que hacen pertinente que formulemos otras 
preguntas al doctor Fernández. El viernes pasado, como todos los viernes, salió un nuevo número del 
semanario “Brecha”, donde se vuelven a plantear informaciones relevantes sobre el tema que a 
nosotros nos interesa y que tiene que ver con la elaboración, sanción, discusión y promulgación de la 
Ley N* 18.411. Según el semanario “Brecha”, en contra de muchas de las cosas que se dijeron aquí, el 
doctor Fernández tuvo otro cliente a quien se le imputó la comisión del delito previsto por el artículo 43 
de la Ley N* 2.230. Su defendida fue la viuda de un importante comerciante de plaza, en nombre de 
quien presentó un recurso de Casación ante la Suprema Corte de Justicia en el mes de marzo de 
2006. Según lo que afirma el semanario “Brecha” -información que hemos corroborado- en octubre de 
2007 la Suprema Corte de Justicia dictó sentencia casando parcialmente la recurrida y condenando a 
la patrocinada del doctor Fernández -esto no lo hemos podido constatar- por la comisión del delito 
previsto por el artículo 43 de la Ley N* 2.230. Esta secuencia de hechos contradice algunas 
afirmaciones importantes que el doctor Gonzalo Fernández ha hecho en la Comisión. Por ejemplo, en 
ocasión de referirse al trámite legislativo de la Ley N* 18.411, dijo que el delito previsto por el artículo 
76 se aplicó una o dos veces en toda la historia del país, que prácticamente no existieron 
antecedentes, y que en los anales jurisprudenciales no había ningún antecedente de la aplicación de 
los delitos consagrados en los artículos 42, 43 y 44. Vuelvo a mencionar que, según publicó el 
semanario “Brecha”, el doctor Fernández fue abogado de una persona a quien se condenó, en el año 
2007, por el delito consagrado en el artículo 43. 


Pude conseguir en la Suprema Corte de Justicia una copia simple de la sentencia N* 198 del 
24 de octubre de 2007 que dice que, efectivamente, hubo una persona -no tengo por qué dar su 
nombre- que fue condenada por la comisión de ese delito. Como es lo normal, de esta sentencia no 
surge el nombre del abogado patrocinante. Pero según el semanario “Brecha” que aporta datos hasta 
innecesariamente precisos -como, por ejemplo, el número del timbre profesional con el que el Doctor 
Fernández acompañó el escrito de Casación- el abogado defensor de esta persona fue el doctor 
Gonzalo Fernández. 


Entonces, resulta inexcusable preguntarle al doctor Fernández si es cierto, tal como publicó 
“Brecha”, que fue el defensor de esta persona que, repito, fue condenada en octubre de 2007, por la 
comisión del delito previsto en el artículo 43 de la Ley N* 2.230. De ser cierta esta circunstancia, 
tendríamos a otro cliente del doctor Gonzalo Fernández que podría tener interés en la derogación de 
estas normas porque, condenada y todo, se vería beneficiada por el principio de la retroactividad de la 
ley más benigna. Me parece absolutamente indispensable que el doctor Fernández nos diga si lo que 
afirma “Brecha” es cierto o no, porque si nos dice que es cierto nos exonerará de hacer otras 
averiguaciones y si nos contesta negativamente, no tendremos más remedio que tratar de verificarlo 
por nuestros propios medios pues nos sobran elementos de juicio que nos revelan que el doctor 
Fernández no ha dicho en sus comparecencias ante el Senado toda la verdad -tal vez por olvido- o en 


algún caso ha dicho cosas que necesariamente le constaban que no eran ciertas como, por ejemplo, 
que en los anales de nuestra Jurisprudencia jamás hubo registros de procesamiento alguno por los 
delitos 42, 43 y 44 de la ley tantas veces aludida. 


Entrego en este acto a la Comisión una copia simple de esta sentencia N* 198, de 24 de 
octubre de 2007 de la Suprema Corte de Justicia, que se podrá utilizar como un cabal testimonio. Pero, 
insisto, habrá que preguntar al doctor Gonzalo Fernández personalmente -si se decide citarlo- o al 
menos por escrito, si es cierto lo que afirma “Brecha” en cuanto a si fue defensor de la persona 
condenada por esa sentencia de la Corte que acabo de referir. 


SEÑOR MORODO.- Señor Presidente: haciendo un paneo mental del tema y del asunto de las fechas, 
reitero que no me niego a discutir sobre ello, pero creo que está fuera del objeto de esta Comisión 
Investigadora. Me refiero a este caso aportado por el señor Senador sobre el que todos tuvimos 
conocimiento el viernes pasado a través de un artículo publicado en el semanario “Brecha”. El punto 
es legítimo, pero quisiera decir que tal vez en lo que hace al cotejo de fechas, honestamente, puedo 
equivocarme pues apenas soy escribano. Además, comparto el planteo hecho por el señor Senador en 
la media hora previa del Senado. 


La sentencia de la Suprema Corte de Justicia es de octubre de 2007. Ahora bien, si no me 
equivoco, la derogación de las normas proviene de una ley sancionada en el año 2008. En lo personal, 
no vi el expediente y, si así fuera, quizás puedo no estar capacitado para determinar si Gonzalo 
Fernández fue el abogado defensor y si, de alguna manera, pudo manejarse con lo que en ese 
momento era nada más que un proyecto de ley, porque la norma fue sancionada en el año 2008 y la 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia data de octubre de 2007. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera aclarar al señor Senador la referencia que he expuesto. 


La sanción de la Ley N“18.411 a fines del año 2008, pudo tener incidencia jurídica sobre la 
situación de esta persona condenada por la Suprema Corte de Justicia en octubre de 2007. ¿Por qué? 
Porque en virtud de lo dispuesto en los artículos 15 del Código Penal y 7* del Código del Proceso 
Penal, cuando se suprime un delito esa supresión beneficia no solamente al que está procesado sino 
aun al que ha sido condenado. Entonces, la patrocinada del doctor Gonzalo Fernández pudo haber 
sido beneficiada por la sanción de esta norma. Aclaro que no estoy atribuyendo al doctor Fernández la 
intención de haber promovido una derogación o haber aconsejado de determinada manera o haber 
hecho sugerencias con la finalidad, que habría sido espuria, de beneficiar a su patrocinada. No estoy 
afirmando eso, pero digo que tenemos que aclarar los hechos para saber exactamente cómo 
ocurrieron las cosas y saber si los asesoramientos en los que se basaron los Legisladores que votaron 
en ambas Cámaras eran correctos, acertados o no, o si no se sometieron a su consideración hechos 
como éste que, de haber sido conocidos, habrían determinado otra conducta de su parte. Aquí, 
algunos señores Senadores que antes declararon, como la ex señora Senadora Percovich o el señor 
Senador Michelini, decían que “si hubiésemos sabido que esto podía tener las consecuencias que tuvo 
en el caso Peirano, no habríamos sancionado esa ley y habríamos actuado de otra manera.” “Yo 
hubiese pedido por lo menos una reunión de Bancada”, dijo la ex señora Senadora Percovich. Ahora 
resulta que no solamente existía el caso Peirano, sino este otro que también podía verse alcanzado por 
esa norma. Entonces, si resulta que no había un único caso en los anales de la Jurisprudencia 
uruguaya, sino que existían dos y que, justamente, ambos contaban con el mismo defensor, creo que 
los Legisladores enterados de esas circunstancias probablemente habrían actuado de otra manera, 
realizando un estudio más a fondo de la incidencia que habrían tenido los artículos de los Códigos 
Penal y del Proceso Penal a los que he hecho referencia. 


Me parece que ante esta perspectiva no podemos dejar de indagar para saber si es cierto lo 
que dice el semanario “Brecha”. Tenemos que desestimarlo o, como hemos hecho con otras 
informaciones que ha dado, certificarlo y tratarlo por cierto para después sacar las conclusiones que 
cada cual estime del caso. 


SEÑOR MORODO.- Quisiera hacer algunas aclaraciones que, tal vez, debería haber realizado en mi 
intervención anterior. No me considero defensor -ni es mi intención- del doctor Gonzalo Fernández - 
pues él se sabe defender muy bien- y tampoco quiero cuestionar la inquietud de los señores 


Senadores en el sentido de indagar determinados hechos que se relacionan con el objeto de trabajo de 
esta Comisión, pero simplemente quería cotejar fechas para aclarar un poco determinadas incógnitas. 
En base a mis modestos conocimientos en materia de Derecho Penal, conozco el efecto retroactivo 
que tiene la ley más benigna. Digo esto porque, si de la lectura de ese artículo -seguramente no se 
trata de los señores Senadores, que obran de buena fe- surgiera la duda de que pudo haberse 
interpuesto al recurso un tema de fechas, es absolutamente imposible. Toda persona tiene derecho a 
tener dudas, incertidumbres e inquietudes que, más allá de compartirlas o no, las respeto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quisiera aportar una serie de datos para lo cual voy a realizar una brevísima 
historia. 


La causa de la tienda San Francisco -de ella se trata el tema- comenzó en el año 2002. La 
señora fue procesada el 1” de febrero de 2002, imputándosele el delito de disimulación de activos y de 
insolvencia fraudulenta. El doctor Gonzalo Fernández asumió la defensa, junto con el doctor Renato 
Echeverría el 14 de febrero de 2002, es decir, hace más de ocho años. La señora fue excarcelada el 27 
de junio de 2002. Después de un largo proceso, la Sentencia en Primera Instancia la absolvió 
declarándola inocente. La Fiscalía apeló y el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de Primer Turno, por 
Sentencia de Segunda Instancia en el año 2006, revocó la absolución condenándola, por los delitos de 
fraude concursal e insolvencia societaria fraudulenta, a la pena de dos años y seis meses de 
penitenciaría. Ante ello se promovió, como bien se dice, un recurso de Casación ante la Suprema Corte 
de Justicia que, por Sentencia de Tercera Instancia -sentencia definitiva- revocó parcialmente la 
sentencia impugnada manteniéndole solo la imputación por delito de fraude concursal y quitándole el 
delito de insolvencia fraudulenta, bajándole la pena a dos años. 


La sentencia de la Suprema Corte de Justicia fue adoptada por mayoría porque había 
discordia con uno de los Ministros que sostenía que también debía revocarse la condena por fraude 
concursal y declararla inocente. Como la persona ya había sido excarcelada, cumplió el saldo de la 
pena en libertad y, por Resolución N* 230, el Juzgado de Primera Instancia declaró extinguida la pena. 
Por lo expuesto, podemos decir que el juicio terminó con la Sentencia de Casación de la Suprema 
Corte de Justicia el 24 de octubre de 2007. 


La derogación del artículo de la Ley N* 2.230 se realizó por lo dispuesto en la Ley N* 18.411 
aprobada el 23 de octubre de 2008 en la Cámara de Senadores y el 5 de noviembre en la Cámara de 
Representantes, es decir un año después. Nunca se solicitó la aplicación de la Ley N* 18.411 a esta 
causa; por otra parte, sería imposible aplicarla porque el delito de fraude concursal por el cual fue 
condenada, está tipificado nuevamente en el artículo 248 de la Ley N* 18.387. 


Me permito afirmar -como ya se ha utilizado el adjetivo “mentiroso”- que la versión divulgada 
por el semanario “Brecha” de que se le cancela el antecedente es mentira. Por lo tanto, mi aporte a la 
Comisión consiste en las fotocopias del auto de procesamiento, del escrito de designación como 
defensor y de las Sentencias de Primera y Segunda Instancia, como así también de las sentencias de 
extinción de la pena y de casación. 


SEÑOR MOREIRA.- Por mi parte, quisiera hacer una observación a propósito del objeto de la 
Comisión, tema traído a colación por los señores Senadores Pasquet y Morodo. Evidentemente, el 
objeto de la Comisión es estudiar el proceso de elaboración, aprobación y puesta en vigencia de la Ley 
N* 18.411. 


SEÑOR NIN NOVOA..- Elaboración no, señor Senador; discusión, aprobación y puesta en vigencia. 
SEÑOR MOREIRA.- Está bien, señor Senador, pero estamos hablando de discusión parlamentaria. 


Este tema formó parte de la conversación telefónica que tuvo el doctor Gonzalo Fernández 
con el ex Diputado Lorenzo; esto fue, precisamente, cuando se pidió aquel cuarto intermedio de cinco 
minutos que, después, se prolongó. Y, al final, el Diputado Lorenzo terminó convencido de que era 
pertinente y bueno derogar estos artículos de la ley. En el auto de procesamiento, uno de los delitos 
que se le imputan es el delito del artículo 43 de la Ley N* 2.230, disposición que, a su vez, se deroga 


en la Ley N* 18.411. El ex Diputado Lorenzo apoyó el argumento dado pues el doctor Fernández le dijo 
-no recuerdo exactamente la expresión- que la ley no tenía nada que ver con el tema de los 
hermanos Peirano. Pero además, como un argumento de mucho peso, el doctor Fernández agregó - 
según consta en la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de la Comisión del día martes 21 
de setiembre del corriente año-: “Mis respuestas fueron absolutamente sinceras: los artículos 42, 43, 
44 y 77 de la Ley N* 2.230 nunca se han aplicado; en los anales judiciales no puede encontrarse un 
solo caso que así lo registre. A su vez, el delito de suposición de capitales ilícitos en los anuncios y 
prospectos sociales, tipificado en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 76 jamás recibió 
aplicación y es letra muerta desde la sanción de la ley en 1893, o sea, desde hace 115 años. La única 
disposición que sí se había aplicado en las ocasiones antes señaladas era el fraude incluido en el 
inciso primero, que ahora está mucho mejor tipificado en el artículo 248 de la nueva Ley de 
Concursos.” 


Por mi parte, considero que el doctor Fernández no es claro porque dice cosas que no se 
compadecen con la realidad. Él estaba encargado de la defensa de un cliente que había sido 
procesado por el artículo 43 y afirma que en los anales judiciales no se puede encontrar un solo caso 
que así lo registre. Insisto: el doctor Fernández era defensor de una mujer procesada por el artículo 43; 
esto fue en el año 2002, pero se llevó hasta el 2007, y en el 2006 el referido doctor hace esa 
afirmación. Realmente, no lo puedo entender. 


SEÑOR NIN NOVOA.- ¿Dónde lo dijo? 
SEÑOR PASQUET.- Lo dijo en el Senado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Bueno, el ex Diputado Lorenzo dijo que tenía buena memoria, pero el doctor 
Fernández dijo que no la tenía. 


SEÑOR MOREIRA.- Que no tiene buena memoria está claro. Por esa razón quería ver el auto de 
procesamiento y, justamente, me encontré con que había aplicado el artículo 43 de la Ley N* 2.230. Sin 
embargo, el doctor Fernández afirma que no se ha usado ni en un solo caso de los anales judiciales. 


SEÑOR AMORÍN.- A esta altura del partido, venía con la intención de terminar el trabajo lo antes 
posible, pero me parece inevitable que el doctor Gonzalo Fernández comparezca nuevamente ante la 
Comisión pues hay dos temas sobre los que hace determinada afirmación y la realidad muestra lo 
contrario. 


Quienes conocemos al doctor Fernández desde hace mucho tiempo, sabemos que es un 
hombre inteligente y un profesor de primerísimo nivel. Un profesor de su magnitud no podría haberse 
olvidado de que patrocinaba una defensa que fue procesada por el artículo 43 de la Ley N* 2.230, 
como tampoco puede venir al Senado y decir que ese artículo no se utilizó nunca y que no figura en los 
anales de la Jurisprudencia uruguaya. Él no se puede olvidar de eso. Se puede confundir de fecha 
porque esas cosas pasan, pero no puede olvidarse de eso porque es profesor de Derecho Penal, 
conoce esos artículos, escribió sobre ese tema y, evidentemente, está pendiente de todas estas cosas. 


Entonces, ¿para qué nos dice una cosa de esas? ¿Y para qué le dice al ex Diputado Lorenzo 
que nunca se habían aplicado? ¿Por qué? 


Todos tenemos la primera intención de creer lo que se manifiesta en este ámbito, pero en 
este caso hay dos aspectos en los que se nos dijo, ya no algo distinto, sino contrario a lo que ocurrió. 
No es que se haya dicho algo parecido o impreciso; se manifestó lo contrario a lo que en realidad 
ocurrió. Obviamente, los señores Senadores decidirán por mayoría, pero me parece que el doctor 
Gonzalo Fernández tendría que venir a aclarar estas dos situaciones, pues sería bueno para la 
Comisión e, incluso, para él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa coincide con el señor Senador Morodo en cuanto a que no quedó 
claro el sentido de la convocatoria de los otros abogados que trabajaron en el expediente. Ahora bien, 
tampoco estoy pensando en Brecha, ya que si leemos lo publicado los últimos viernes, podemos 


constatar que no coincide con Abreu ni con Fernández, por lo que, entonces, habría que convocar 
también al Semanario. 


En definitiva, podemos estar de acuerdo con la propuesta de convocar nuevamente al doctor 
Gonzalo Fernández, pero no veo tan clara la oportunidad de la convocatoria de los otros abogados, 
uno de los cuales es subordinado a Jurídica de Presidencia, mientras que otro es un consultor externo; 
en este sentido, coincido con lo manifestado por el señor Senador Morodo en cuanto a que uno de los 
consultores externos tiene que ver también con los casos anteriores. 


SEÑOR MOREIRA.- Por mi parte, creo que todo lo que pueda contribuir al esclarecimiento de estas 
cosas está bien. Por lo tanto, la instancia planteada no abunda; además, me parece pertinente por 
varias razones: porque tiene que ver con el objeto de la materia investigada, porque hay muchos 
puntos oscuros y porque, en este tema, el elemento de convicción más fuerte que tenemos es la 
prueba documental que está expuesta y que sugiere la derogación de estos artículos. Entonces, a la 
luz de las inconsistencias que hay en todas las declaraciones, me parece absolutamente oportuno 
requerir el testimonio de esta gente. En realidad, no sé si podrán agregar algo, pero lo cierto es que 
ahora tengo dudas respecto a quién fue el que previno. Lo único que hay en este expediente es un 
informe escrito aconsejando las derogaciones; entonces, en mi opinión, sería bueno contar con el 
testimonio de todos los abogados que trabajaron en el tema. Es más, pienso que el primer interesado 
en todo esto debe ser el propio Gonzalo Fernández, para que se sepa qué fue exactamente lo que 
sucedió; como hay tantos puntos oscuros y cosas contradictorias, su concurrencia es, a mi juicio, 
relevante. 


SEÑOR GALLINAL.- Incluso, para obtener mayor información, podríamos solicitar a la Suprema Corte 
de Justicia que nos informara en cuántas oportunidades o en qué casos se pidió la aplicación del 
artículo 2% en procesos en curso, a partir de la aprobación de la Ley N* 18.411. El Organismo dispone 
de esa información, que nos permitiría saber si las consecuencias de la aprobación de ese artículo 2" 
son las que conocemos o si existen otras, de manera de terminar de aclarar este asunto. 


Además, comparto lo manifestado por el señor Presidente de la Comisión en cuanto a que no 
debemos guiarnos exclusivamente por versiones de prensa, sino que tenemos que ir a la fuente directa 
para que nos proporcione la información que esté en condiciones de aportar. No sé si es exactamente 
esa la forma en que se plantea la interrogante pero, en principio, me da la impresión de que así es. 


Por nuestra parte, estamos investigando el alcance de esta ley pero, en definitiva, ¿por qué se 
promovió esta Comisión Investigadora? Fue no sólo porque se aprobó la ley, sino por las 
consecuencias que su aplicación tuvo, más precisamente, en un caso tan sonado y que tanta 
repercusión e impacto tuvo en la vida del país, en los aspectos social y económico, pero también desde 
el punto de vista de la alarma pública. Me parece que eso fue lo que nos llevó a investigar para saber 
qué pasó. 


Entonces, quizás en esos términos podamos redactar alguna solicitud dirigida a la Suprema 
Corte de Justicia, a los efectos de disponer de información objetiva y determinante, en lugar de estar a 
la espera de que por allí aparezca un apartado de prensa que nos aporte la información, aunque con 
esto no quiero decir que ella no sea verídica. 


SEÑOR PASQUET.- En el mismo orden de ideas que sugiere el señor Senador Gallinal, a mi juicio 
habría que consultar a la Suprema Corte de Justicia acerca de cuántos procesamientos se han 
dispuesto, desde determinado año, por aplicación de los artículos de la Ley N* 2.230 y el estado en el 
que los mismos se encuentran. Al producir esa información el Instituto Técnico Forense podremos, en 
primer lugar, saber si es cierto que existe un solo caso -o dos como, por lo menos, sabemos que hay 
ahora- o si son más los procesamientos dispuestos por aplicación de esa norma que parecía nunca 
aplicada; y, en segundo término, al decirnos en qué estado se encuentran actualmente, sabremos si en 
algún momento se hizo jugar la Ley N* 18.411 para obtener la clausura de los procedimientos. 


SEÑOR GALLINAL .- Está bien, es correcto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Ese no es el tema, señor Senador. El objeto de la investigación no es saber 
cómo están los trámites judiciales, por lo que desde ya adelanto que votaré en contra de esa 
propuesta. 


SEÑOR GALLINAL.- Hoy por hoy, sabemos de dos casos. ¿Y por qué lo sabemos? ¿Acaso porque 
nos ha informado a su respecto el Poder del Estado correspondiente? No. Lo sabemos porque nos 
vamos enterando, como no puede ser de otra manera, ya que tampoco tenemos la obligación de estar 
informados acerca de todo esto. 


(Intervención del señor Senador Nin Novoa que no se escucha) 
Pero hay información que no se nos aportó pero que después apareció. 


Entonces, entiendo que se trata de una solicitud de información objetiva, dirigida a un 
organismo del Estado que sabrá proteger su independencia aplicando la Constitución de la República 
y diciéndonos en qué casos nos puede brindar la información requerida y en cuáles no. Así 
terminaríamos con esta discusión y no tendríamos que andar buscando prácticamente “debajo del 
mantel” para ver qué podemos encontrar, lo que tampoco me parece que sea el camino más indicado. 


SEÑOR MORODO.- Por mi parte, sin ánimo de coartar el trabajo de la Comisión, quiero decir lo 
siguiente. 


La labor de esta Comisión tiene un límite temporal. No estoy hablando de cuánto deba durar 
de aquí en más; cuando digo “temporal” me refiero a todo el proceso legislativo. Una vez que la ley se 
aprueba y se promulga, su eventual aplicación en el futuro ya está fuera de ese límite. Entonces, si 
bien la duda planteada es legítima, me parece que si procediéramos de esa forma, habría una cantera 
inagotable de aspectos a considerar. 


SEÑOR GALLINAL.- La razón de ser de esta Comisión Investigadora no es la ley, sino sus 
consecuencias y eso es lo que estamos investigando; de lo contrario, no tendría ningún sentido todo lo 
que estamos haciendo. Cómo se aprueba una ley, cuáles son sus fundamentos y qué opina cada uno 
de nosotros surge de las versiones taquigráficas correspondientes. Repito: si esta ley en concreto no 
hubiera tenido las consecuencias que efectivamente tuvo respecto al caso de los Peirano, hoy no 
habría Comisión Investigadora. Entonces, tratamos de avanzar sobre esos puntos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Entonces, ¿qué tienen que ver aquí otros casos que no sean el de los Peirano? 


SEÑOR GALLINAL.- Ese es el tema, señor Senador. Ojalá que nada tengan que ver, y que no haya 
más sorpresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tratar de resolver, porque la semana que viene tenemos que 
empezar a redactar los informes, después de recibir a los abogados y al doctor Gonzalo Fernández. 


Si mal no entendí, la nota que plantea el señor Senador Pasquet está dirigida a esclarecer los 
dichos que constan en las actas y la posible contradicción que pueda generar lo que dijeron el señor 
Diputado Lorenzo, el señor Senador Abreu y el doctor Gonzalo Fernández. Me refiero a la cantidad de 
casos y al hecho de que de esa llamada telefónica pudiera surgir que no se había aplicado nunca la 
Ley N* 2.230. Creo que fue por ahí que el señor Senador Pasquet planteó la redacción de la nota a la 
Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR PASQUET.- En realidad, me pareció que era una sugerencia que aportaba a la redacción que 
quería encontrar el señor Senador Gallinal. Es información estadística, porque teníamos todos la 
convicción -yo confieso que la tenía- de que el artículo 76 se había aplicado una sola vez, desde el año 
1971, en el caso Peirano. Y me desayuné el otro día de que el artículo 43 también se aplicó, pese a 
que se nos había afirmado enfáticamente lo contrario. Entonces, ahora me pregunto dónde estamos 
parados y si estamos hablando de uno o dos casos, porque quizás sean unos cuantos más. De manera 


que para saber, entre otras cosas, si el Parlamento actuó bien o no cuando votó la ley, en la forma en 
que lo hizo, creo que sería útil saber cuántos casos hay realmente por aplicación de las normas de la 
Ley N* 2.230. Por eso planteaba pedir a la Corte información estadística, desde una fecha razonable, 
por ejemplo, desde 2002, porque este caso es de ese año. Pero era una sugerencia a partir de la 
propuesta del señor Senador Gallinal que, en definitiva, verá si la acepta o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente quería entender cuál era la propuesta. 


Por mi parte no tengo ningún inconveniente; esta es una Comisión Investigadora y está para 
investigar. Me parece que hay elementos suficientes allí para después redactar informes que aclaren 
toda la participación del Parlamento e incluso hay elementos para dejar en claro algunos aspectos del 
doctor Gonzalo Fernández que me parecen relevantes, como el caso de la ida y la venida del proyecto 
de ley. Puede ser que las personas que se están mencionando puedan informar algo más sobre ese 
proceso, pero normalmente los asesores jurídicos de Presidencia o de cualquier organismo hacen un 
informe técnico, lo elevan y allí termina su tarea. Sinceramente, no creo que vayan a aportar más de 
eso. Me parece que puede aportar mucho más el doctor Gonzalo Fernández, pero la verdad es que no 
me opongo a que vengan los demás profesionales. Estamos hablando de tres abogados que 
seguramente no van a estar más de quince minutos cada uno, porque como máximo podrán hacer 
alguna referencia a este informe. Dejaríamos para el final la comparecencia del doctor Gonzalo 
Fernández, que puede ser un poco más larga; él ya manifestó que no tiene ningún inconveniente en 
volver para aclarar cualquier tema. Y por mi parte, repito, no me opongo a remitir la nota, porque en 
definitiva cualquier Senador puede realizar un pedido de informes a la Suprema Corte de Justicia para 
saber cuántos casos hay desde el año 2000 hasta el presente, por ejemplo. De manera que, más allá 
de que pueda estar por fuera de los elementos de la investigación, no me opongo a que se envíe esta 
nota, porque, reitero, el propio señor Senador Gallinal puede realizar un pedido de informes si así lo 
desea. La Suprema Corte de Justicia puede demorar dos meses en contestar; quizás a nosotros, como 
Comisión, nos responda más rápido, a pesar de que tuvimos que insistir por Secretaría. Si los casos 
son tan puntuales como el del año 71 y los otros dos que conocemos, pienso que la Suprema Corte de 
Justicia debe estar en condiciones de darnos una estadística muy sencilla para responder a nuestra 
nota. 


Por lo tanto, tal vez en la próxima sesión podamos terminar con este tema y tomarnos unos 
días para que cada Bancada, luego de estudiar el asunto, redacte su informe y detalle los elementos 
en los que coincidimos o no. 


SEÑOR NIN NOVOA.- No sé qué va a pasar con las preguntas que se le planteen a la Suprema Corte 
de Justicia, pero quiero decir que no estoy de acuerdo y que voy a votar discorde porque me parece 
que esto está fuera del objeto de la investigación. Parece ser un tribunal de examen en el que el doctor 
Gonzalo Fernández debe especificar cuántos casos se dieron aplicando esos artículos de la Ley N* 
2.230 y, si no fueron los que él dijo, reprobaría el examen. Me parece que no tiene ninguna relevancia 
el hecho de que los casos sean dos, tres o cuatro. 


SEÑOR AMORÍN .- No creo que para nadie ese sea el objetivo. Incluso no lo debería ser porque 
además no tiene sentido. Sí llamaría la atención que dijeran que hay cuatro casos más patrocinados 
por el doctor Gonzalo Fernández. Eso sí sería claramente negativo; pero si existieran más casos, 
ninguna persona tiene porque saber que existen. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece correcta la propuesta que hace el señor Senador Pasquet sobre los 
términos de la redacción del pedido de informes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, vamos a votar la moción de convocatoria a los tres doctores 
que elaboraron el informe. Cabe aclarar que los mismos contarán con quince minutos cada uno para 
hacer su exposición. Incluso, podemos hacerles llegar la versión taquigráfica de esta Comisión 
correspondiente al día de hoy, para que conozcan el tema al que nos vamos a referir y se hagan una 
idea de los planteos que vamos a hacer. En segundo término, la otra moción sería convocar al doctor 
Gonzalo Fernández para el final de la sesión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la primera moción. 
(Se vota:) 

6 en 7. Afirmativa. 

El voto discorde corresponde al señor Senador Nin Novoa. 


SEÑOR BARÁIBAR.- He votado por la afirmativa porque, por encima de la temática particular de cada 
caso, hay reglas de juego con las cuales nos sentimos comprometidos desde siempre. En aras del 
buen clima en que hemos trabajado en esta Comisión, votamos favorablemente en el entendido de que 
estamos, notoriamente, fuera de los cometidos que nos habían encomendado inicialmente. A esta 
altura estamos confirmando datos y dándole largas a un episodio que hemos ido conociendo con más 
detalles que los que tuvimos en consideración el día que se votó la creación de esta Comisión 
Investigadora. 


Entonces, en razón de las buenas relaciones y por las reglas de juego que señalan que no 
debemos negarnos a acceder a cierta información si alguien entiende que ella es pertinente -más allá 
de que, en lo personal, no la creo necesaria, es bueno que tengamos esa actitud y que no hagamos 
valer la mayoría que tenemos en la Comisión- es que accedemos a ello pero, en lo que respecta al 
tema de fondo, no estoy convencido de que realmente sea necesario y coincido con muchos de los 
argumentos señalados por el señor Senador Nin Novoa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que acompañé la moción de convocar a los profesionales 
mencionados porque, más allá de que no creo que aporten mucho más a lo que dicen los documentos, 
esta es una Comisión Investigadora y el Legislador debe -esta es mi convicción y no voy a referirme a 
Korzeniak por lo que dice en su libro- conocer detalles del entorno de toda una investigación y, si bien 
esto puede ser un detalle mínimo, hay Senadores que entienden conveniente la convocatoria, por lo 
que mi voto está para viabilizar la investigación. Lógicamente, me parece mucho más importante la 
comparecencia del doctor Gonzalo Fernández porque, en realidad, es allí donde está el nudo de las 
dudas que tienen algunos señores Senadores. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la comparecencia a esta Comisión del doctor 
Gonzalo Fernández. 


(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 


Finalmente, tenemos que votar el envío de una nota dirigida a la Suprema Corte de Justicia 
en los términos propuestos por el señor Senador Pasquet, con el propósito de conocer 
estadísticamente la cantidad de casos procesados a partir del año 2000 a la fecha, por la Ley N* 2.230, 
y en qué situación se encuentran actualmente los mismos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 


A partir de la próxima semana, luego de estas convocatorias, podríamos darnos unos días 
para que cada Bancada comience a redactar los informes y así poder culminar con este tema. 


SEÑOR MOREIRA..- Falta recibir el expediente de la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no va a aportar mucho más porque, según lo que estuve 
averiguando, es muy parecido al del Ministerio de Economía y Finanzas. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 13 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


